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Introducción 
La protección del medio ambiente como deber de los Es-
tados adquirió relevancia durante las últimas décadas, 
abordando problemáticas tales como la contaminación, 
la pérdida de la biodiversidad y el cambio climático, 
entre otros. Con miras a enfrentar este desafío, Chile 
asumió diversos compromisos a nivel internacional me-
diante la suscripción y adscripción de instrumentos in-
ternacionales como la Declaración de Estocolmo (1972), 
la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desa-
rrollo (1992), y el reciente Acuerdo de París, firmado y 
ratificado por nuestro país en septiembre del año 20172. 

Asimismo, uno de los compromisos adquiridos por Chi-
le al ingresar a la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económico (OCDE) fue someterse a eva-
luaciones de su desempeño medioambiental. En la más 
reciente de estas se reconoce que nuestro país reforzó 
su institucionalidad y marco normativo en este ámbito, 
pero se señala que estas reformas deben ser implemen-
tadas más rigurosamente durante la próxima década 
para lograr mejores efectos sobre el medio ambiente 
(OCDE, 2016). Por otro lado, desde el año 2015 Chile 
adscribe los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
en el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sos-
tenible impulsada por las Naciones Unidas. Entre ellos 
se encuentran: garantizar la disponibilidad de agua y 
su gestión sostenible y el saneamiento para todos (ODS 
6), adoptar medidas urgentes para combatir el cambio 
climático y sus efectos (ODS 13); conservar y utilizar de 
forma sostenible los océanos, los mares y los recursos 
marinos (ODS 14), y gestionar de igual manera los bos-
ques, luchar contra la desertificación, detener e invertir 
la degradación de las tierras y frenar la pérdida de bio-
diversidad (ODS 15). 

Algunos de los avances de Chile en este tema se obser-
van en materia de energías renovables y el compromiso 
de transición hacia una matriz energética significativa-
mente más baja en carbono. Destaca la Política Energé-
tica de Chile Energía 2050, que refleja un compromiso 

frente al cambio climático para que las energías reno-
vables constituyan el 60% en el año 2035, y al menos 
un 70% de la generación eléctrica para el año 20503. 
Asimismo, el país lidera un compromiso con la conser-
vación del océano y el uso sustentable de sus recursos, 
alcanzando grandes objetivos, como el incremento sus-
tancial en la superficie de áreas marinas protegidas en 
forma oficial4.

Las exigencias de los nuevos estándares internaciona-
les, especialmente después de la firma del Acuerdo de 
París, generaron una tendencia entre los Estados por 
fijar un mayor compromiso con el medio ambiente a 
nivel constitucional. Un ejemplo claro de lo anterior es 
la propuesta de referendo que actualmente se discute 
en Francia, con miras a incorporar en el artículo 1º 
de su Constitución el deber del Estado de preservar la 
biodiversidad y el medio ambiente, y de luchar contra 
el cambio climático5.

En el caso de Chile, el actual proceso constituyente 
brinda una oportunidad para que esta materia se trans-
forme en uno de los ejes relevantes de la nueva Cons-
titución. En la discusión que se tenga acerca del rol del 
Estado y las personas respecto del medio ambiente será 
indispensable adoptar una postura coherente con los 
compromisos internacionales y los avances desarrolla-
dos hasta ahora a nivel nacional. 

Reconociendo la importancia de este proceso para el 
país, el Centro de Políticas Públicas UC convocó y de-
sarrolló una mesa de trabajo, conformada por un gru-
po interdisciplinario de académicos y expertos, para 
identificar los temas que debieran estar presentes en 
la discusión constitucional sobre el medio ambiente y 
plantear un marco general para abordarlos6. Los resul-
tados de esa discusión se recogen en el presente docu-
mento, el cual no tiene por objetivo entregar una for-
mulación prescriptiva, sino más bien facilitar insumos, 
aclarar conceptos y presentar reflexiones y propuestas 
con miras al trabajo que deberá desarrollar la Conven-
ción Constituyente. 

2	 Sobre el particular puede verse Femenías (2017), p. 1-4; 157-187.

3	 Ministerio de Energía, Política Energética de Chile Energía 2050.  Disponible en: https://energia.gob.cl/sites/default/files/energia_2050_-_politi-
ca_energetica_de_chile.pdf.

4	 Ministerio del Medio Ambiente, Sexto Informe Nacional de Biodiversidad en Chile. Disponible en: https://mma.gob.cl/wp-content/
uploads/2020/01/6NR_FINAL_ALTA-web.pdf.

5	 En: https://www.vie-publique.fr/loi/278185-loi-article-1-constitution-preservation-environnement-referendum-climat.

6	 Este documento se enmarca en un trabajo más amplio que incluyó el desarrollo de dos mesas de trabajo adicionales (una sobre descentralización y otra 
sobre pueblos indígenas), cuyos resultados se publican en artículos diferentes de esta misma serie.
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1.	 Consideraciones iniciales para la discusión 
A continuación se revisan algunos antecedentes rele-
vantes que permiten enmarcar la discusión constitucio-
nal sobre el medio ambiente. En particular, se analizan 
ciertos conceptos básicos del derecho constitucional, el 
marco institucional actual en relación al medio ambien-
te y ciertos principios que informan el ordenamiento ju-
rídico en la materia.

1.1	 La Constitución

Existen diversas nociones para explicar qué es una 
Constitución7, pero para simplificar y acotar el punto a 
los propósitos de este trabajo, se puede conceptualizar 
como la “norma fundamental, escrita o no, de un Estado 
soberano, establecida o aceptada para regirlo” (Biblioteca 
del Congreso Nacional, 2019, p. 8). La Constitución “fija 
los principios rectores con arreglo a los cuales se debe 
formar la unidad política y se deben asumir las tareas 
del Estado” (Biblioteca del Congreso Nacional, 2018, p. 
125). Se trata de establecer un piso institucional básico, 
tanto en lo orgánico como desde la perspectiva del ca-
tálogo de garantías (García, 2014). En este sentido, la 
Carta Fundamental debe recoger aquellos compromisos, 
principios e instituciones fundamentales que establecen 
el sustento de nuestra sociedad, instituyendo un marco 
jurídico general para la protección de los derechos de 
las personas y el funcionamiento de los poderes públi-
cos. Estos últimos cumplen sus tareas mediante la ley, 
la potestad reglamentaria o resoluciones judiciales. Para 
la realización efectiva de los compromisos del Estado 
también tienen especial relevancia las políticas públicas.

Para algunos, además de ser un acuerdo político, la 
Constitución debiera reflejar un acuerdo social, es de-
cir, el consenso entre los distintos actores, ciudadanos 
y grupos políticos, lo que supone contar con un sustra-
to cultural común de principios o valores (Viera-Gallo, 
2020). Así, la Constitución se entiende como punto de 
partida de un proceso que se continuará desarrollando 
bajo sus normas a lo largo del tiempo, y cuya perma-
nencia dependerá no solo de su legitimidad de origen, 
sino también de la flexibilidad para regular escenarios 
imprevistos (Viera-Gallo, 2020). 

De este modo, una nueva Constitución no debiera con-
sagrar un proyecto político determinado ni tampoco 
pretender zanjar controversias sociales fundamentales. 
Sin embargo, dado el desarrollo del constitucionalismo 
y del derecho internacional, debe considerar ciertos 
parámetros esenciales que no debieran ser olvidados, 
vulnerados o reducidos a meras aspiraciones (Vie-
ra-Gallo, 2020).

1.2	 Constitución y marco institucional ambiental

En relación con el medio ambiente, el texto constitucio-
nal actual establece en su artículo 19 Nº 8: “La Consti-
tución asegura a todas las personas: El derecho a vivir 
en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber 
del Estado velar para que este derecho no sea afectado y 
tutelar la preservación de la naturaleza”8. De esta dispo-
sición nace, por un lado, una garantía constitucional en 
favor de las personas a vivir en un medio ambiente libre 
de contaminación, y por otro, el deber del Estado de: (i) 
velar porque el derecho a vivir en un medio ambiente 
libre de contaminación no se vea afectado; y, (ii) tutelar 
la preservación de la naturaleza (Femenías e Irarrázabal, 
2019).

La garantía tiene un componente netamente antropo-
céntrico, según se desprende de su literalidad. La norma 
asegura el derecho “a vivir” en un medio ambiente libre 
de contaminación y no a un ambiente incontaminado 
per se (es decir, de manera independiente o sin consi-
deración a la persona humana). En otras palabras, la 
protección que ofrece esta garantía tiene como sujeto 
“a todas las personas”, según lo afirma el acápite inicial 
del artículo 19 y en consecuencia, los únicos titulares de 
este derecho son los hombres y las mujeres9 (Bermúdez, 
2015). No obstante, ello no implica que el medio am-
biente en sí mismo carezca de protección jurídica, sino 
que esta se da por medio de otros instrumentos, como el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) o 
la responsabilidad por daño ambiental, ambos regulados 
en la ley. Esta garantía cuenta, además, con un meca-
nismo para hacerla exigible: el recurso de protección 
ambiental, cuyo análisis será abordado más adelante.

7	 Para mayor detalle, ver Diaz de Valdés: https://www.udd.cl/wp-content/uploads/2015/06/bases-de-la-institucionalidad-pdf.pdf.

8	 Este deber de protección del medio ambiente también se encuentra en diversos instrumentos internacionales, como la Declaración de Estocolmo 
(1972), la Carta Mundial de la Naturaleza (1982), la Declaración de Río de Janeiro (1992) y la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático (1992), entre otros. Sobre el particular ver Femenías (2017), pp. 161-190.

9	 José Antonio Viera-Gallo estima que las personas jurídicas son también sujetos de este derecho en determinadas circunstancias, y que deberán siempre 
ser evaluadas por los tribunales, tales como empresas, universidades, organizaciones de la sociedad civil, comunidades indígenas y agrupaciones de 
consumidores. En consecuencia, pueden no solo acceder a la información ambiental y participar de los procesos ambientales, sino también interponer 
los recursos que establece el orden jurídico, incluido el de protección.
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En relación al deber que se le impone al Estado, este 
recae sobre todos sus organismos y no exclusivamente 
sobre aquellos de competencia ambiental específica. Se 
habla de un deber autónomo del Estado, independiente 
de que haya o no personas que puedan resultar afecta-
das en un determinado tiempo y lugar. La Constitución 
también se refiere al ejercicio de este deber, indicando 
que “La ley podrá establecer restricciones específicas al 
ejercicio de determinados derechos o libertades para 
proteger el medio ambiente” (artículo 19 Nº 8). De esta 
manera, es la Ley de Bases Generales del Medio Am-
biente (LBGMA), dictada en 1994, el instrumento que 
define los medios para hacer efectivo este derecho, regu-
lando los dos grandes pilares del derecho ambiental: la 
gestión ambiental (incorporación del SEIA como meca-
nismo preventivo respecto de determinadas actividades 
y otros instrumentos de gestión ambiental de índole nor-
mativa); y la tutela jurídica del medio ambiente (respon-
sabilidad por daño ambiental y otros). A esto se suman 
diversos cuerpos legales, tales como la Ley N° 20.380 
Sobre Protección de Animales, y la Ley General de Pes-
ca y Acuicultura.

Para efectos de esta reflexión, cabe destacar que es la 
LBGMA la que define el concepto de medio ambiente -y 
no la Constitución- en los siguientes términos: “sistema 
global constituido por elementos naturales y artificiales 
de naturaleza física, química o biológica, socioculturales 
y sus interacciones, en permanente modificación por la 
acción humana o natural y que rige y condiciona la exis-
tencia y desarrollo de la vida en sus múltiples manifesta-
ciones”10, lo cual corresponde a una visión extensiva del 
medio ambiente (incluye biodiversidad, relaciones entre 
cultura y naturaleza, entre otros). 

Adicionalmente, es importante tener en cuenta que 
desde el año 2010 Chile se encuentra en un proceso 
de modernización de su institucionalidad ambiental11. 
En este marco, se implementaron reformas relevantes, 
como las contenidas en la Ley N° 20.417, que crea el 
Ministerio del Medio Ambiente, órgano de la Adminis-
tración del Estado encargado de diseñar e implementar 

los planes y políticas en materia ambiental, coordinando 
la generación e integralidad de la regulación y norma-
tiva en esta área; el Servicio de Evaluación Ambiental, 
como administrador del SEIA; y la Superintendencia del 
Medio Ambiente, la única institución competente para 
coordinar y ejecutar el seguimiento y fiscalización de 
los instrumentos de gestión ambiental a que se refiere 
el artículo 2º de su Ley Orgánica (Cannoni et al., 2015). 
A lo anterior se suma la creación de los Tribunales Am-
bientales mediante la Ley N° 20.600, cuya función es 
efectuar un control de legalidad de la actuación de los 
órganos de la Administración del Estado con compe-
tencia ambiental y de resolver las controversias en este 
ámbito, junto con la actual tramitación de una serie de 
proyectos de ley en el tema, como es el que crea el Ser-
vicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y aquel sobre 
delitos ambientales12, entre otros.

1.3	 Principios informadores del ordenamiento 
jurídico ambiental

Como hemos señalado, nuestro país ratificó una serie de 
tratados con otros Estados y organizaciones internacio-
nales, lo que conforma un estatuto jurídico internacional 
para la protección del medio ambiente. La Constitución 
debe respetar los tratados internacionales que hayan 
sido ratificados por Chile y que estén vigentes13, siendo, 
en consecuencia, normas plenamente vinculantes. Estos 
tratados consagran una serie de principios esenciales del 
derecho ambiental que son entendidos como directrices 
en materia de tutela del medio ambiente, y que también 
están presentes en la LBGMA (Femenías, 2017). 

El debate constitucional debe tener a la luz estos princi-
pios, ya que son estimados como fuente informadora del 
ordenamiento jurídico ambiental y subsidiaria en caso 
de ausencia de ley; estos contribuyen a “resolver contra-
dicciones que puedan existir entre los fines y funciones 
de una disciplina jurídica particular, y determinadas 
normas que quieran aplicarse a tal disciplina” (Femenías 
e Irarrázabal, 2019, p.47). A continuación, se describen 
los elementos básicos14 de algunos de los principios más 
relevantes en la práctica ambiental15:

10	 Artículo 2, letra ll).

11	 Fecha en que Chile ingresó como miembro a la OCDE.

12	 Boletines N° 9404-12 y 12398-12, respectivamente.

13	 Artículo 27 de la Convención de Viena sobre los tratados: “El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las dispo-
siciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”.

14	 Para una explicación más acabada de estos principios ver Femenías (2017), pp. 97-160.

15	 Existen otros principios, como el participativo, de eficiencia, entre otros.
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-	 Principio precautorio: postula que, ante un peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza cien-
tífica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en fun-
ción de los costos para impedir la degradación del 
medio ambiente16.

-	 Principio preventivo: consiste en implementar las 
medidas necesarias para evitar o reducir el daño 
ambiental17. En virtud de este principio se han de-
sarrollado la mayoría de los instrumentos de ges-
tión ambiental, pues resulta más eficiente prever 
que restaurar o reparar (SEIA, permisos, planes de 
prevención, educación, entre otros). 

-	 Principio de reparación del daño ambiental prefe-
rentemente en su fuente: surge frente al incumpli-
miento del deber de cuidar la naturaleza y proteger 
los recursos naturales, imponiendo la obligación de 
reparar el daño causado18.

-	 Principio contaminador pagador: busca que las ex-
ternalidades negativas sean internalizadas por el 
que las genera, de manera que no sea la sociedad ni 
el Estado los que asuman las consecuencias de las 
mismas, y que el agente de un daño ambiental sea 
quien sufrague los costos de su reparación19.

Es deseable que estas directrices se consideren en la 
redacción de la nueva Carta Fundamental, pero su 
consagración debería quedar a nivel de derecho inter-
nacional y de la legislación interna y no ser incluidos 
expresamente en el nuevo texto, atendida la densidad 
normativa que se requiere para su debida interpretación 
y aplicación.

2.	 Discusión y propuestas para la nueva 
Constitución

En esta sección se da cuenta de las reflexiones del grupo 
de trabajo y se discuten alternativas para el tratamien-
to del tema medioambiental en la Constitución chilena, 
fundamentadas en un análisis comparado de diversas 
legislaciones internacionales.

2.1	 Bases de la institucionalidad

i.	 Incorporar explícitamente el deber del Estado de 
proteger el medio ambiente 

Toda reforma a la Constitución debe efectuarse sobre la 
base de que el derecho ambiental se vincula estrecha-
mente con el desarrollo de los hombres y las mujeres. 
En tal sentido, algunos señalan que se trataría de un de-
recho humano de aquellos denominados de “tercera ge-
neración”, debido a que “el ecosistema es un pilar esen-
cial que crea el desarrollo de factores físicos, químicos 
y biológicos por los que el hombre y la sociedad puedan 
desarrollarse en completa dignidad” (Femenías, 2017).

Con el objeto de reforzar la protección del medio am-
biente como elemento indispensable para el desarrollo 
de una vida digna, se propone incluir en el capítulo I 
de la Constitución, sobre bases de la institucionalidad, 
un deber general del Estado con el cuidado del medio 
ambiente, y establecer un mandato a la acción de sus 
órganos. La importancia de expresar este deber en ese 
capítulo radica en que las bases de la institucionalidad 
recogen los valores fundantes del ordenamiento jurídi-
co. Asimismo, esta incorporación pondría de manifiesto 
el vínculo que existe entre la protección del medio am-
biente y el principio de servicialidad de los órganos del 
Estado respecto de la persona humana, con la finalidad 
de promover el bien común (artículo 1º, inciso 4 de la 
Constitución). 

Existen diversas visiones acerca de qué es lo que debe 
resguardar el Estado. La Constitución chilena establece 
como deber la preservación (artículo 19 Nº 8); es decir, 
realizar todas aquellas acciones que permitan mantener 
las condiciones que hacen posible los aspectos relaciona-
dos al desarrollo y evolución de las especies y ecosiste-
mas del país20.

A nivel comparado se observa que el deber del Estado 
con el medio ambiente se expresa de diferentes maneras 
en otras constituciones. Tal como muestra la siguiente 
tabla, algunos países contemplan el deber de protección, 
otros de defensa y preservación, otros de restauración, y 
Francia el de prevención. 

16	 Principio 6 de la Declaración de Estocolmo y Principio 15 de la Declaración de Río.

17	 Principio 6 de la Declaración de Estocolmo y Principios 11 y 14 de la Declaración de Río.

18	 Se manifiesta, entre otros, en el Convenio sobre la Diversidad Biológica (1992), que fue promulgado y publicado en Chile en 1994 y 1995, respectiva-
mente.

19	 Principio 16 de la Declaración de Río.

20	 Art. 2º letra p), Ley Nº 19.300.
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Tabla 1. Deber del Estado respecto del medio ambiente en 
Constituciones extranjeras

Deber Países

Protección

· Alemania21 (artículo 20) 

· Holanda22 (artículo 21) 

· España23 (artículo 45)

Defensa y 
preservación

· Portugal24 (artículo 9) 

· España25 (artículo 45) 

· Brasil26 (artículo 225)

Restauración
· España (artículo 45)

· Brasil27 (procesos ecológicos, artículo 225)

Prevención
· �Francia28 (prevención del daño ambiental, 

artículo 5º)

Fuente: elaboración propia.

Lo mismo ocurre respecto del objeto de dicho deber, 
que puede referirse tanto al medio ambiente como a la 
naturaleza, al patrimonio o a la responsabilidad interge-
neracional. En la Tabla 2 se presentan algunos ejemplos.

Tabla 2. Objeto del deber del Estado respecto del medio 
ambiente en Constituciones extranjeras

Objeto del deber Países

Medio ambiente

· España (solidaridad colectiva, artículo 45) 

· Holanda (artículo 21)

· �Finlandia29 (medio ambiente saludable, 
artículo 20)

Naturaleza

· Portugal (artículo 9º) 

· Suiza (artículo 78 ) 

· �Alemania (fundamentos naturales de la 
vida, artículo 20)

Patrimonio

· �Argentina32 (patrimonio cultural y natural, 
artículo 41) 

· �Brasil (patrimonio genético del país, 
artículo 225)

· �Ecuador33 (patrimonio natural y cultural, 
artículo 3º)

Responsabilidad 
intergeneracional

· �Alemania (responsabilidad con las gene-
raciones futuras, artículo 20)

· �Ecuador34 (asegure la satisfacción de las 
generaciones presentes y futuras, artículo 
395)

· �Bolivia35 (para el bienestar de las genera-
ciones actuales y futuras, artículo 9º)

Fuente: elaboración propia.

21	 “El Estado protegerá, teniendo en cuenta también su responsabilidad con las generaciones futuras, dentro del marco del orden constitucional, los funda-
mentos naturales de la vida y los animales a través de la legislación y de acuerdo con la ley y el Derecho, por medio de los poderes ejecutivo y judicial”.

22	 “Los poderes públicos velarán por la habitabilidad del país y por la protección y el mejoramiento del medio ambiente”.

23	 “Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender 
y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”.

24	 “Son misiones fundamentales del Estado: e.- Proteger y realzar la herencia cultural portuguesa, defender la naturaleza y el medio ambiente, preservar 
los recursos naturales y asegurar un correcto ordenamiento del territorio”.

25	 “Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender 
y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”.

26	 “Para garantizar la efectividad de este derecho, incumbe al Gobierno: I. Preservar y restaurar los procesos ecológicos esenciales y asegurar el manejo 
ecológico de las especies y los ecosistemas.”

27	 “Para garantizar la efectividad de este derecho, incumbe al Gobierno: I. Preservar y restaurar los procesos ecológicos esenciales y asegurar el manejo 
ecológico de las especies y los ecosistemas”.

28	 “Cuando la producción de un daño, aunque incierta en el estado de los conocimientos científicos, pueda afectar de manera grave e irreversible al medio 
ambiente, las autoridades públicas velarán, mediante la aplicación del principio de precaución y en sus ámbitos de competencia, por la implantación de 
procedimientos de evaluación de riesgos y la adopción de medidas provisionales, y proporcionadas con el fin de prevenir la producción del daño”.

29	 El poder público deberá procurar asegurar a todos el derecho a un medio ambiente saludable y la posibilidad de influir en la toma de decisiones que 
afecten a su hábitat.

30	 La protección de la naturaleza y del paisaje está bajo la autoridad del derecho cantonal.

31	 Cabe decir que el tema del patrimonio genético es importante también en la discusión en Chile, está en la ley del Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas (SBAP).

32	 Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural 
y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.

33	 Son deberes primordiales del Estado: 7. Proteger el patrimonio natural y cultural del país.

34	 La Constitución reconoce los siguientes principios ambientales: 1. El Estado garantizará un modelo sustentable de desarrollo, ambientalmente equi-
librado y respetuoso de la diversidad cultural, que conserve la biodiversidad y la capacidad de regeneración natural de los ecosistemas, y asegure la 
satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes y futuras.

35	 Son fines y funciones esenciales del Estado, además de los que establece la Constitución y la ley: 6. Promover y garantizar el aprovechamiento respon-
sable y planificado de los recursos naturales, e impulsar su industrialización, a través del desarrollo y del fortalecimiento de la base productiva en sus 
diferentes dimensiones y niveles, así como la conservación del medio ambiente, para el bienestar de las generaciones actuales y futuras.
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ii.	 Mención expresa al concepto de desarrollo 
sostenible

En segundo lugar, se propone incorporar el concepto de 
desarrollo sostenible, que apela a la equidad intergene-
racional y a establecer un equilibrio entre individuo y 
colectividad. Esta noción fue acuñada por la Comisión 
de Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Unidas 
(la llamada Comisión Brundtland), definiéndolo como el 
“desarrollo que asegura la satisfacción de las necesida-
des del presente sin comprometer la capacidad de las 
futuras generaciones para satisfacer las propias” (ONU, 
1987). Desde entonces, el término ha sido incorporado 
en diversos acuerdos internacionales, como en el princi-
pio 1 de la Declaración de Río, que señala: “[l]os seres 
humanos constituyen el centro de las preocupaciones re-
lacionadas con el desarrollo sustentable”. A nivel nacio-
nal, la LBGMA define este término como “[e]l proceso 
de mejoramiento sostenido y equitativo de la calidad de 
vida de las personas, fundado en medidas apropiadas 
de conservación y protección del medio ambiente, de 
manera de no comprometer las expectativas de las gene-
raciones futuras” (artículo 2º).

Este concepto da cuenta de la histórica tensión entre la 
protección del medio ambiente y el desarrollo econó-
mico y social, aludiendo a un crecimiento económico 
a largo plazo que sea compatible con la conservación 
del medio ambiente en el que se lleva a cabo y sustenta 
(Bermúdez, 2015). Su incorporación en el artículo pri-
mero reflejaría el equilibrio que debe existir entre el 
progreso social y económico, y el deber de velar por el 
derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación 
(Bermúdez, 2015). 

Asimismo, el desarrollo sostenible dice relación con el 
concepto de bien común (ya presente en el inciso cuarto 
del artículo 1º), en cuanto busca mantener un equilibrio 
entre lo individual y lo colectivo, y para lo cual el Esta-
do debe crear las condiciones sociales que permitan la 
mayor realización espiritual y material posible. En esta 
línea, la existencia de un medio ambiente sano o adecua-
do es una condición necesaria para el desarrollo integral 
de la persona.

A partir de lo expuesto, se sugiere incorporar, dentro de 
las bases de la institucionalidad, un principio rector que 
incluya este concepto como una preocupación general 

del Estado. Una propuesta para lo anterior es el siguien-
te enunciado:

“Los seres humanos constituyen el centro de las pre-
ocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible 
y la protección del medio ambiente”. 

Con el objeto de darle contenido a este principio se pro-
ponen las siguientes alternativas de texto, que toman 
como referencia algunas constituciones internacionales. 
La primera fue consensuada por todos los autores de 
este documento, pero la segunda solo por algunos36:

“El Estado velará por la utilización racional de los 
recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la 
calidad de vida de las personas y defender y restaurar 
el medio ambiente con el objetivo de que los seres 
humanos puedan desarrollarse dignamente”. 

“El Estado garantizará un desarrollo sostenible y am-
bientalmente equilibrado, que conserve la biodiversi-
dad y asegure la satisfacción de las necesidades de las 
generaciones presentes y futuras”.

iii.	 Incorporar deberes de las personas en 
materia ambiental

En el derecho comparado, diversos textos constituciona-
les igualmente establecen deberes de las personas con 
el medio ambiente, aspecto que la Constitución chilena 
actual no contempla expresamente. En algunos casos 
se les impone un deber activo, como ocurre en Bolivia, 
donde “es deber del Estado y de la población conservar, 
proteger y aprovechar de manera sustentable los recur-
sos naturales y la biodiversidad, así como mantener el 
equilibrio del medio ambiente” (artículo 342). En otros 
casos, este deber es pasivo, como en Uruguay, donde la 
Constitución señala que las personas “deberán abstener-
se de actos que causen daños” (artículo 47).  

Por su parte, los individuos pueden cumplir con su deber 
de protección del medio ambiente de diversas maneras. 
A continuación, se plantean algunas propuestas para in-
corporarlo en la nueva Constitución:

“Es deber de todos los habitantes de la nación partici-
par en la preservación, conservación y mejoramiento 
del medio ambiente. Cada persona deberá contribuir a 
la reparación del daño que cause al medio ambiente”. 

36	 En particular, Jorge Femenías manifestó su desacuerdo con la segunda propuesta de redacción.
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“Las personas deben contribuir a la protección de la 
naturaleza, utilizando los recursos naturales de modo 
racional, sustentable y sostenible, absteniéndose de 
cualquier acto que cause depredación, destrucción o 
contaminación al medio ambiente, y serán responsa-
bles por el daño ambiental que generen”. 

Junto con lo anterior, es importante que la Constitución 
contenga un principio o disposición clara que promueva 
el acceso a la información para la adecuada participa-
ción en procesos ambientales37, sin perjuicio de que los 
medios o mecanismos para hacer efectiva dicha partici-
pación sean posteriormente determinados a nivel legal. 
Como lo reconoce el principio 10 de la Declaración de 
Río, una ciudadanía informada está mejor preparada 
para involucrarse de manera significativa en las deci-
siones que afectan su entorno y calidad de vida (Torres, 
2019). Esto en armonía con la consagración del prin-
cipio de transparencia de los órganos del Estado y el 
reconocimiento del derecho de acceso a la información 
pública. Así, se propone incorporar también una dispo-
sición del siguiente tenor:

“Deberá fomentarse la educación y el acceso a la in-
formación ambiental para permitir que las personas 
participen de los procesos ambientales”.

2.2	 Artículo 19 Nº 8: garantía constitucional 
de vivir en un medio ambiente libre de 
contaminación

En su redacción actual, la garantía del artículo 19 Nº 8 
asegura el derecho a vivir en un “medio ambiente libre 
de contaminación”, concepto sobre el cual se ha desa-
rrollado todo nuestro ordenamiento jurídico ambiental 
y en el que, por lo tanto, se sustenta su coherencia y 
armonía. Por esto, no parece apropiado reemplazar el 
concepto por el de “medio ambiente sano” -presente en 
otras Constituciones, como la de México38 y Argenti-
na39-, ya que la garantía actual consagra el derecho a 
un medio ambiente libre de contaminación y no a un 
ambiente absolutamente incontaminado o libre de toda 
contaminación. El texto constitucional deja al legislador 

la concreción del concepto de medio ambiente y sus 
implicancias, lo que en nuestro ordenamiento jurídico 
ocurre con la LBGMA. De esta manera, siendo la conta-
minación un fenómeno mutable, cuya fijación depende-
rá del estado del arte y del avance de la ciencia, no es 
recomendable petrificarlo a nivel constitucional. En su 
redacción actual, la norma constitucional otorga cohe-
rencia a los instrumentos de gestión ambiental, particu-
larmente a la dictación de normas de calidad, que serán 
el instrumento que defina cuándo hay contaminación en 
un ecosistema por la presencia de un componente. 

En este sentido, considerando que la LBGMA es una 
ley de bases en virtud de la cual se han dictado otras 
disposiciones legales y reglamentarias -y cuyas normas 
poseen una asentada tradición jurisprudencial y doctri-
naria-, el mantenimiento de la garantía en estos térmi-
nos permitiría evitar inconsistencias y contradicciones 
en el ordenamiento jurídico. Como contrapartida, un 
cambio en sus términos podría ocasionar discrepancias 
en distintos cuerpos normativos ambientales, debido a 
las derogaciones tácitas o a posibles interpretaciones de 
la Constitución. Por lo tanto -y con el objeto de evitar los 
riesgos mencionados-, se propone mantener la redacción 
actual de la garantía constitucional.

2.3	 Mención expresa a los recursos naturales: el 
caso del agua

Los recursos naturales son un componente esencial tan-
to del medio ambiente como de toda sociedad. El acceso 
a los mismos, como la posibilidad de usarlos y benefi-
ciarse de ellos y su conservación, constituyen un factor 
determinante en el desarrollo integral de los seres hu-
manos. La Constitución actual no incluye una regulación 
general de los recursos naturales y solo se refiere a los 
casos particulares de las aguas y las minas (artículo 19 
Nº 24).

Si bien el resguardo de los recursos naturales se entien-
de incorporado en el deber de protección del medio am-
biente presente en la Carta Fundamental, como es un 
medio para la realización del desarrollo sustentable se 

37	 Jorge Femenías no adscribe a esta sugerencia e indicación y se manifiesta contrario a que la Constitución regule esta materia, dado que, a su juicio, 
el ordenamiento jurídico legal ambiental de nuestro país cubre debida y adecuadamente la participación ciudadana, el acceso a la información y la 
transparencia en materia ambiental.

38	 “Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar” (artículo 4º).39 “Todos los habitantes gozan del derecho a un 
ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprome-
ter las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo” (artículo 4º).40 Revisión comparada realizada por el Centro de Derecho y Gestión 
de Aguas UC.

39	 Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satis-
fagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo” (artículo 4º).40 Revisión comparada 
realizada por el Centro de Derecho y Gestión de Aguas UC.
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sugiere incorporar explícitamente el deber del Estado 
de velar por la utilización racional y aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales. De este modo lo 
hace, por ejemplo, la Constitución española al establecer 
que “el Estado velará por la utilización racional de los 
recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la 
calidad de vida de las personas y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solida-
ridad colectiva” (artículo 45).

En este contexto se ha decidido abordar -a modo ejem-
plar- la situación del agua y su relación con los derechos 
de las personas. Actualmente, la Constitución chilena 
aborda el tema del agua con ocasión de la propiedad 
(artículo 19 Nº 24), estableciendo que los derechos de 
aprovechamiento de aguas serán de propiedad de los ti-
tulares de los mismos. Esta decisión del constituyente ha 
sido objeto de una activa discusión social y legislativa en 
torno a la tramitación de numerosos y diversos proyec-
tos de reforma constitucional y legal durante la última 
década, incluido el de modificación al Código de Aguas, 
que ya lleva diez años en el Congreso.

Con el objeto de entregar ciertas luces sobre cómo re-
gular el agua en una nueva redacción constitucional, 
resulta interesante observar cómo otros países lo abor-
dan en sus constituciones. A continuación se señalan 
algunas de las tendencias más comunes en los países de 
la OCDE40”:

a.	 Inclusión normalmente implícita del agua en 
preceptos sobre conservación ambiental y re-
cursos naturales41, como ocurre en los casos de 
Chile, Canadá, Colombia, México, Corea del Sur, 
Turquía, Alemania, Portugal y Suiza, entre otros 
países. En la mayoría de estos supuestos, las alusio-
nes al agua están asociadas a la consagración del 
derecho a un medio ambiente sano. 

b.	 Naturaleza jurídica del agua, integración del 
territorio nacional y competencia legal para su 
regulación42. Estos tres aspectos pueden aparecer 
en su totalidad o por separado en los textos cons-

titucionales de los países OCDE. En primer lugar, 
la consagración expresa de su naturaleza jurídica, 
es decir, el carácter público, nacional o estatal del 
agua, dependiendo de cada régimen jurídico. En 
segundo lugar, su pertenencia o conformación del 
territorio nacional como objeto de dominio de la na-
ción. Y finalmente, la recurrente mención a la com-
petencia legal para normar los detalles específicos 
de su régimen jurídico. Referencias a estas temáti-
cas encontramos en países como Canadá, México, 
Alemania, Austria, Estonia, España, entre otros.

c.	 Uso racional, sostenible, sustentable, equitativo 
y equilibrado del agua43. En menor proporción, 
pero igualmente relevante, hay países que incluyen 
disposiciones expresamente referidas a un uso con 
estas características, como ocurre en México, Eslo-
venia, Hungría, Portugal, Suiza y Australia. 

Como se adelantó, varios de los puntos mencionados se 
debaten actualmente en el Congreso a nivel de proyec-
tos de reforma constitucional44, lo que seguramente ser-
virá de insumo en el proceso constituyente. Algunas de 
estas iniciativas son las que se explican a continuación.

a.	 Agua como bien nacional de uso público. Son 
diversas las iniciativas que pretenden establecer ex-
plícitamente en la Constitución el carácter de bien 
nacional de uso público de las aguas45. Sin perjuicio 
de ello, cabe precisar que esta naturaleza se des-
prende implícitamente del texto constitucional vi-
gente46. Además, en el Código Civil se indica que 
este tipo de bienes son aquellos “cuyo dominio per-
tenece a la nación toda y su uso a todos los habitan-
tes” y, a su vez, el Código de Aguas señala que “las 
aguas son bienes nacionales de uso público”. 

	 El carácter de bien nacional de uso público implica 
que las aguas quedan sustraídas de la posibilidad 
de apropiación privada y estatal, dada su relevancia 
social (Rivera y Vergara, 2019). Las implicancias de 
esta calidad son fundamentalmente, las siguientes: 
(i) la existencia de un órgano público gubernamen-

40	 Revisión comparada realizada por el Centro de Derecho y Gestión de Aguas UC. 

41	 47% de las Constituciones de países OCDE.

42	 28% de las Constituciones de países OCDE.

43	 11% de las Constituciones de países OCDE.

44	 Revisión constitucional realizada por el Centro de Derecho y Gestión de Aguas UC.

45	 Boletines N°6268-07, 6816-07, 8678-07, 9525-07 y 12961-07.

46	 Artículo 19 Nº 23 y 24, inciso final de la Constitución. Este último habla de derechos “constituidos”, es decir, que nacen originariamente de una con-
cesión otorgada por la autoridad administrativa, lo cual solo puede darse en el caso de bienes públicos.
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tal encargado de la administración del recurso hí-
drico, papel que en el marco vigente corresponde a 
la Dirección General de Aguas; y (ii) la regulación 
de un sistema concesional que ordene el uso y apro-
vechamiento de las aguas, conforme a las reglas 
que prescribe el Código de Aguas.

	 De esta forma, la introducción de una disposición 
que explicite el carácter de bien nacional de uso 
público del agua en nuestra Carta Fundamental es 
razonable y apropiada (Rivera y Vergara, 2019; Re-
petto, Sanhueza y Valdés, 2020). Ahora bien, todo 
lo relativo a los modos de constitución, ejercicio y 
extinción de los derechos de aprovechamiento de 
aguas debiera ser regulado en la esfera legal.

b.	 Reconocimiento del derecho humano al agua. 
Esta temática se encuentra presente, bajo diversas 
fórmulas y conceptos, en variados proyectos de re-
forma constitucional47. Entre los países de la OCDE, 
el derecho humano al agua está consagrado explí-
citamente en las constituciones de México y Eslove-
nia. Se entiende que “es el derecho de todos a dispo-
ner de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible 
y asequible para uso personal y doméstico” (Obser-
vación General N°15 del Comité de derechos econó-
micos, sociales y culturales del Consejo Económico 
y Social de Naciones Unidas, de 2002). Por lo tanto, 
su contenido está limitado a esos fines; esto es, con-
sumo, lavado de ropa, preparación de alimentos y 
la higiene personal y doméstica. No incluye el agua 
necesaria para la agricultura y el pastoreo, la que 
está comprendida en el derecho a una alimentación 
adecuada, particularmente tratándose de pequeños 
agricultores.

	 Debe añadirse que, independientemente de su in-
clusión expresa en el ordenamiento jurídico interno 
de cada país, este derecho ha sido frecuentemente 
reconocido por los tribunales de justicia ante con-
flictos asociados al inexistente o insuficiente acceso 
al agua potable48. Lo anterior ha operado princi-
palmente a través de su vinculación con los dere-
chos a la vida, integridad física y psíquica y a la 

salud, y con la referencia a instrumentos interna-
cionales que han establecido que el acceso al agua 
y al saneamiento constituyen derechos humanos49. 
Desde esta óptica, la Corte Suprema ha aseverado 
que “toda persona, por su dignidad de tal, tiene 
el derecho humano de acceso al agua potable, en 
condiciones de igualdad y no discriminación; de-
recho que posee, como correlato, el deber del Es-
tado de garantizar el acceso en las mencionadas 
condiciones”50. En este sentido, el citado tribunal 
sostiene que debe garantizarse a toda la población, 
especialmente a ciertos grupos vulnerables y cate-
gorías protegidas por el derecho internacional de 
los Derechos Humanos, el suministro mínimo de 
100 litros de agua salubre diarios. Sin perjuicio de 
esta jurisprudencia, se estima que la consagración 
de este derecho a nivel constitucional es necesaria 
y adecuada, especialmente para otorgar certeza y 
claridad a su estatuto jurídico. Tal reconocimiento, 
debe acompañarse de una serie de otras medidas 
(de política pública, presupuestarias, entre otras) 
que permita lograr que todas las personas tengan 
acceso efectivo y seguro a agua potable.

	 Relacionado con este derecho se encuentra la direc-
triz de priorización del uso del agua para consumo 
humano que, a nivel comparado, se encuentra re-
cogida tanto a nivel legal como constitucional. En 
nuestro país, si bien en un momento esto existió 
(códigos de aguas anteriores al de 1981), hoy no 
se cuenta con una definición expresa en esa línea, 
la que ciertamente debiera incorporarse, ya sea en 
sede constitucional o legal (Rivera, Molinos y Do-
noso, 2020). Lo anterior, sin embargo, requiere un 
conjunto de precisiones adicionales que hasta ahora 
no han sido mayormente analizadas en nuestro me-
dio; por ejemplo, cuánto, cuándo y cómo priorizar, 
aspectos que corresponde abordar en el plano legal 
o reglamentario (Rivera, Molinos y Donoso, 2020).

c.	 Competencia legal para normar régimen de 
derechos de aprovechamiento y otros detalles 
de la regulación del agua. Son también varios los 
proyectos de reforma constitucional en tramitación 

47	 Véanse, por ejemplo, Boletines Nº8678-07, 8898-07, 12961-07 y 12970-07.

48	 En Chile, véase, por ejemplo, Gallardo Castro, Ximena y otros con Anglo American Sur S.A. (2021) e, INDH con SEREMI Salud de Valparaíso y otra 
(2021).

49	 Se trata fundamentalmente de la Observación General N° 15 del Comité de derechos económicos, sociales y culturales del Consejo Económico y Social 
de Naciones Unidas del año 2002; y de la Resolución 64/292 de la Asamblea General de Naciones Unidas del año 2010, que contó con el voto favo-
rable de Chile.

50	 INDH con SEREMI Salud de Valparaíso y otra (2021).
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que pretenden incluir una disposición en esta línea, 
delegando a la ley la tarea de regular todo el estatu-
to de la constitución, reconocimiento, ejercicio y ex-
tinción de los derechos de aprovechamiento51. Hay 
algunos, incluso, que señalan que esa regulación 
legal debiera realizarse en función de las cuencas 
hidrográficas y/o de las diversas condiciones geo-
gráficas y climáticas del país.

	 Esta orientación de encomendar a la ley la norma-
tiva específica y detallada del uso, gestión y conser-
vación del agua es correcta, pues excede con creces 
el ámbito o contenido propio de una constitución.

2.4	 Recurso de protección ambiental

Un último aspecto a analizar es el recurso de protección 
ambiental, consagrado en el artículo 20, inciso segun-
do de la Constitución actual, y referido a garantizar el 
cumplimiento del derecho a vivir en un medio ambien-
te libre de contaminación. Este consiste en una acción 
cautelar destinada a reestablecer el imperio del derecho 
cuando una persona vea afectado un interés jurídica-
mente tutelado vinculado al medio ambiente en donde 
desarrolla su vida. Esta acción constitucional procederá 
cuando el referido derecho “sea afectado por un acto 
u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona 
determinada”. En términos generales, este recurso per-
mite que cualquier persona que vea afectado su entorno 
ambiental a causa de otro, pueda solicitar a la Corte de 
Apelaciones respectiva que se ponga fin a dicha situa-
ción, según los requisitos establecidos para ello.

Cabe recordar aquí el carácter antropocéntrico de la 
garantía constitucional, en el sentido que busca tutelar 
el medio ambiente como una manera de proteger a las 
personas y por lo tanto, la acción de protección no pro-
cedería ante la invocación del derecho de forma desvin-
culada de estas (Bermúdez, 2015). Dado que es el ser 
humano quien justifica la existencia del derecho, toda 
institución jurídica encuentra su fundamento último en 
la protección de este.

En la práctica, se ha visto una tendencia al uso inapro-
piado de este recurso, confundiéndose con otros inte-
reses que no son ambientales. Si bien estos pueden ser 
objeto de protección, el recurso de protección ambiental 
no es la vía correspondiente para ello. En esta línea, 
para el nuevo texto constitucional una alternativa es 

precisar y acotar la legitimación activa del recurso -es 
decir, quién tiene derecho a interponerlo- para que se 
vincule directamente a intereses ambientales y al de-
recho a vivir en un entorno libre de contaminación. Lo 
anterior, sin embargo, debe conciliarse para que no se 
limite la interposición de un recurso que tiene por fina-
lidad ser una acción de emergencia, de carácter sumario 
y sin necesidad de mayores formalidades.

También ha existido discusión respecto de la forma en 
que se debe vulnerar el derecho para que proceda la 
acción de protección. Algunos sostienen que las amena-
zas no estarían incorporadas, ya que el término “afecta-
do” que utiliza la Constitución respecto del recurso de 
protección ambiental solo implicaría hechos consuma-
dos, como las perturbaciones o privaciones (Bermúdez, 
2015). También existen argumentos que sostienen lo 
contrario, justificando que la calificación de “afectado” 
fue utilizada por motivos de técnica legislativa para 
evitar una reiteración de los tres conceptos (privación, 
perturbación o amenaza) utilizados en el inciso anterior 
para la generalidad de las garantías. Esta segunda in-
terpretación se vio reforzada después de la reforma del 
año 2005 con la inclusión del término “omisión”, pues 
este implicaría inactividad frente a un deber de actuar, 
y por ende, a través de una conducta omisiva se puede 
amenazar o dar a entender a una persona la posibilidad 
de realizar un daño sin que se haya llegado a producir. 
En otras palabras, una amenaza podría manifestarse 
en una omisión. Sobre la base de esta argumentación, 
en una nueva redacción se podría expresar en forma 
clara el carácter preventivo y anticipativo del derecho 
ambiental, incluyendo explícitamente las amenazas.

Otro aspecto a revisar dice relación con el causante de la 
afectación. El texto actual señala que esta debe ser “im-
putable a una autoridad o persona determinada”, esto es, 
se debe indicar expresamente al causante. Sin embargo, 
en el derecho ambiental pueden ocurrir afectaciones 
que no se logren imputar a un sujeto determinado, pero 
que igualmente requieren de la tutela del Estado. 

Finalmente, un tema adicional para considerar en el de-
bate constituyente es la competencia del recurso de pro-
tección y la jurisdicción especial de los tribunales am-
bientales. Han sido múltiples los casos en que, por la vía 
del recurso de protección, se han pretendido solucionar 
conflictos que son atribución de los tribunales ambien-

51	 Boletines N° 6816-07,7589-07, 8678-07, 9525-07, 11699-07 y 12961-07.
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tales. En estos casos, han sido las Cortes (de Apelaciones 
y Suprema)52 las que han zanjado la discusión respecto 
a la competencia.

En razón de lo anterior algunos de los autores de este 
trabajo sugieren la siguiente redacción53:

“Procederá, también, el recurso de protección en el 
caso del N° 8 del artículo 19, cuando una persona 
natural demuestre que se le está afectando un de-
recho subjetivo o un interés jurídicamente tutelado 
vinculado al derecho a vivir en un medio ambiente 
libre de contaminación, por un acto u omisión ilegal 
imputable a una autoridad o persona determinada, y 
siempre que la materia no haya sido entregada al co-
nocimiento y juzgamiento, por cualquier vía, de los 
tribunales ambientales.”

Conclusiones
En las últimas décadas, la protección del medio ambien-
te se convirtió en una prioridad en la agenda pública 
de Chile y de la mayoría de los países del mundo. Han 
sido múltiples los tratados y compromisos asumidos para 
enfrentar problemas como el cambio climático, la con-
taminación y la pérdida de biodiversidad, entre otros. 
En este sentido, el cuidado de la naturaleza y el medio 
ambiente debiese ser un pilar transversal en la redacción 
de la nueva Carta Fundamental.

Con el objeto de aportar al proceso constituyente, el 
presente documento aborda aspectos esenciales de la 
institucionalidad ambiental, destacando los avances le-
gislativos de los últimos años, así como las funciones es-
pecíficas de los organismos con competencia ambiental 
que se debieran mantener en la esfera legal. Del mismo 
modo, se mencionan los compromisos internacionales 
asumidos por el Estado en esta materia, así como los 
principios rectores contenidos en ellos, los cuales deben 
inspirar e informar cualquier proceso constitucional en 
el tema. A su vez, el documento propone una serie de 
asuntos a tener presente en la futura discusión consti-
tucional, incluyendo en algunos casos alternativas de 
propuestas concretas y ejemplos obtenidos del derecho 
comparado.

En primer lugar, se sugiere la incorporación expresa del 
deber del Estado de proteger el medio ambiente en el 
capítulo que corresponde a las bases de la instituciona-
lidad, con el objeto de reforzar la relevancia de un me-
dio ambiente libre de contaminación para el adecuado 
desarrollo y vida digna de las personas. Este deber se 
puede expresar de distintas maneras, como lo muestran 
los ejemplos extranjeros, que se refieren al deber de 
protección, de defensa, conservación y preservación, de 
restauración y de prevención. Lo mismo ocurre con su 
objeto: algunos países ponen la atención en la naturale-
za y el medio ambiente, mientras otros en el patrimonio.

En las bases de la institucionalidad, también se plantea 
agregar la mención al concepto de desarrollo sosteni-
ble, con miras a incorporar explícitamente a las gene-
raciones futuras en este deber del Estado. De esta ma-
nera, quedará consagrada la necesidad de mantener un 
equilibro entre el progreso social y económico con la 
protección medioambiental. En tercer lugar, se sugiere 
incorporar deberes de las personas en material ambien-
tal con el propósito de enfatizar que no solo el Estado 
es responsable de cuidar la naturaleza, sino que es un 
compromiso de todos los individuos. 

En relación a la garantía constitucional, se sostiene 
que es recomendable mantener el concepto de “medio 
ambiente libre de contaminación”, dado que la norma 
constitucional otorga coherencia a los instrumentos de 
gestión ambiental, particularmente a la dictación de 
normas de calidad. En esta línea, una modificación en 
sus términos podría ocasionar contradicciones o deroga-
ciones tácitas, riesgos que deberán ser analizados en el 
proceso constituyente.

Complementando el deber del Estado con el medio am-
biente, se propone hacer una mención expresa al uso 
racional de los recursos naturales, al constituir un ele-
mento esencial del desarrollo sostenible. En el caso par-
ticular del agua, se sugiere reconocer explícitamente en 
la Constitución el derecho a su uso personal y doméstico 
(derecho humano al agua) y su carácter de bien nacio-
nal de uso público. Por su parte, la regulación del uso, 
gestión y conservación de este recurso natural debiera 
delegarse al legislador.

52	 Corte Suprema. Rol N° 2.894-2.014, 29 de abril del año 2014; Corte de Apelaciones de Valparaíso (Rol N° 1.339-2.013); Corte de Apelaciones de 
Santiago, Rol N° 26.994-2.013 y Rol N° 27.074-2.013.

53	 Dado que no hubo consenso en el grupo sobre esta propuesta, se deja constancia de que fueron los siguientes autores quienes sí estuvieron de acuerdo 
en incorporarla: Guillermo Donoso, Jorge Femenías, Ricardo Irarrázabal y Patricio Walker.
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Finalmente, respecto del recurso de protección ambien-
tal, se sugiere mantener su procedencia exclusivamente 
ante la invocación del derecho en forma vinculada a la 
persona, en cuanto se ve afectado el entorno donde de-
sarrolla su vida. 

Es de esperar que las reflexiones y recomendaciones 
recogidas en este documento sean de utilidad para la 
discusión constitucional que nuestro país está iniciando.
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